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OPINIÓN N.°  074-2006/GNP

Entidad: 
Ministerio de Justicia (MINJUS) 

Asunto:
Ampliación de la Opinión N.º 019-2006/GTN, sobre aplicación de la normativa en materia de contratación pública

Referencia:


Oficio N.º 1566-2006-JUS/SG

1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, la Secretaria General del Ministerio de Justicia (en adelante la Entidad), solicita ampliación de la Opinión N.º 019-2006/GTN, emitida con motivo de la consulta formulada por la Agencia Peruana de Cooperación Internacional (APCI).

Cabe precisar que mediante Decreto de Urgencia N.º 016-2006 se transfirió al Ministerio de Justicia la administración del Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú – JUSPER, financiado por la Unión Europea y la República del Perú.

2. 
CONSULTA
La Entidad consulta:

Teniendo en cuenta que las contrataciones que se celebren a propósito de los convenios que presenten los porcentajes de participación contenidos en la Tercera Disposición Complementaria del TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones se sujetan a las disposiciones establecidas en dichos convenios; en caso que éstos establezcan que para las contrataciones con fondos de la contribución nacional se regirán por la legislación y reglamentación local de la materia:

a) ¿Se debe entender que la Sétima Disposición Final de la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, Ley N.º 28411, es parte de la legislación local que puede aplicarse para las referidas contrataciones?
b) ¿Se cumple con lo dispuesto en el convenio, en el sentido de aplicar la legislación local, si las referidas contrataciones se efectúan en el marco de convenios de administración celebrados de acuerdo a la Ley N.º 28411, empleando para ello los procedimientos específicos de contratación que aplican los organismos internacionales?

3.
ANÁLISIS
3.1
En principio, toda vez que el propio Convenio de Financiamiento para el Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú, suscrito entre la Comunidad Europea y el Estado Peruano, establece que las contrataciones que se efectúen con los fondos de la contrapartida nacional deben sujetarse o regirse por la legislación y reglamentación local de la materia, no podría aplicarse una normativa distinta a la que rige las contrataciones y adquisiciones públicas en el Perú.

3.2
Ahora bien, la normativa sobre contratación pública nacional se encuentra conformada, básicamente, por el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en adelante “la Ley”), su Reglamento
 (en adelante “el Reglamento”) y demás normas modificatorias, conexas y complementarias.

3.3
Sin perjuicio de lo señalado, en nuestro sistema jurídico local, la Sétima Disposición Final de la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, Ley N.º 28411, permite que las Entidades del Gobierno Nacional, Regional, Local y Organismos Constitucionalmente Autónomos puedan suscribir con organismos o instituciones internacionales convenios de administración de recursos, costos compartidos u otras modalidades similares, con la finalidad de encargarles la administración de los recursos públicos. Tal disposición, exige que dichos convenios deban aprobarse por resolución suprema refrendada por el Ministro del Sector, previo informe de la Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces, en el que se demuestre las ventajas y beneficios de su concertación así como la disponibilidad de los recursos para su financiamiento. En el caso de los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y Organismos Constitucionalmente Autónomos dichos convenios y sus modificatorias son aprobados mediante Acuerdo del Consejo Regional, del Concejo Municipal y Resolución del Titular del Organismo Constitucionalmente Autónomo.
Como consecuencia de la celebración de un convenio de administración de recursos, el organismo o institución internacional llevará a cabo la ejecución de los recursos públicos encargados, asumiendo la labor de adquirir o contratar lo necesario para el cumplimiento de los fines que involucra el convenio. En ese sentido, será dicha institución quién deberá llevar a cabo los procedimientos tendientes a la selección de los proveedores y/o contratistas que proveerán los bienes, servicios u obras que requiera la Entidad.

No obstante lo señalado, según puede notarse, la citada Sétima Disposición Final de la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto únicamente establece los requisitos y procedimientos para que una Entidad pública pueda celebrar un Convenio de Administración de Recursos, es decir, no exime de la aplicación de la Ley a las contrataciones y adquisiciones derivadas del convenio de administración de recursos.   

Por ello, si consideramos que, como regla general —y en concordancia con lo establecido en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú—, las excepciones a la aplicación de la Ley deben quedar establecidas de forma expresa en norma con rango de ley, las adquisiciones y contrataciones derivadas de un convenio de administración de recursos deberán realizarse previa ejecución de los procesos de selección regulados en la normativa nacional sobre contratación pública.

3.4
De lo señalado, conjuntamente con la Ley y el Reglamento, forma parte de la normativa nacional o local la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, que en su Sétima Disposición Final regula lo concerniente a los convenios de administración de recursos que las Entidades públicas pueden celebrar con organismos internacionales.


No obstante, la celebración de dichos convenios, por sí, no habilita a que una Entidad del Estado o el organismo internacional deje de observar las normas nacionales de contrataciones y adquisiciones públicas. 
3.5
No obstante lo señalado, la Tercera Disposición Complementaria de la Ley permite inaplicar las disposiciones nacionales de contratación pública a las adquisiciones y contrataciones derivadas de la celebración de un convenio con un organismo internacional, siempre y cuando así lo hubiera establecido el convenio y que, además, el convenio cumpla con las siguientes condiciones:

a) 
Los lineamientos del convenio deben constituir normas uniformes aplicadas a nivel internacional;

b)
El respecto de dichas disposiciones a los principios consagrados en la Ley;

c)
Que los procesos y contratos derivados de la aplicación del convenio sean financiados por la Entidad cooperante en un porcentaje no menor al sesenta por ciento (60%).

Condiciones que se cumplen plenamente en el caso del Convenio suscrito entre el Gobierno del Perú y la Unión Europea; por tanto, ya habiéndose cumplido estos presupuestos legales, aún cuando la ejecución de la contrapartida nacional involucrada en un convenio internacional hubiera sido sometida —por el propio convenio— a normas locales, en razón que el convenio cumpliría con los presupuestos para inaplicar la normativa nacional de contratación pública, podría convenirse que su ejecución se realice observando normas o procedimientos de organismos internacionales. Así, por ejemplo, podría convenirse que la contrapartida nacional sea ejecutada por un organismo internacional, bajo sus reglas y procedimientos, en el marco de un convenio de administración de recursos.

4.
CONCLUSIÓN
4.1
La Ley, el Reglamento y la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, forman parten de nuestra legislación nacional. Esta última, en su Sétima Disposición Final regula lo concerniente a los convenios de administración de recursos que las Entidades públicas pueden celebrar con organismos internacionales. Sin perjuicio de lo señalado, la celebración de dichos convenios, por sí, no habilita a que una Entidad del Estado o el organismo internacional deje de observar las normas nacionales de contrataciones y adquisiciones públicas. 
4.2
No obstante lo señalado, aún cuando la ejecución de la contrapartida nacional involucrada en un convenio internacional hubiera sido sometida —por el propio convenio— a normas locales, si el convenio internacional cumple con los presupuestos para inaplicar la normativa nacional de contratación pública, podría convenirse que la contrapartida local se ejecute observando normas o procedimientos de organismos internacionales. Así, por ejemplo, podría convenirse que dicha contrapartida sea ejecutada por un organismo internacional, bajo sus reglas y procedimientos, en el marco de un convenio de administración de recursos.

Jesús María, 05 de setiembre de 2006.

VVS/.

� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





